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1.- Introducción 
 
 
La Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 
de noviembre, del Código Penal (“LO 5/2010”), introduce por primera vez en el Código Penal 
una regulación expresa de la responsabilidad penal de las personas jurídicas por los delitos 
cometidos en su nombre por sus representantes, administradores de hecho o de derecho, 
trabajadores y/o empleados. 
 
Igualmente, el 4 de octubre de 2013, el Boletín Oficial del Congreso de los Diputados publicó el 
Proyecto de Ley Orgánica por la que se modificaba la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal (“Proyecto de 2013”). Este Proyecto de 2013 ha sido finalmente 
aprobado por el Senado el día 11 de marzo de 2015, publicado en el Boletín Oficial de las 
Cortes Generales en fecha 23 de marzo de 2015 y entró en vigor el día 1 de julio de 2015 (la 
“Reforma 2015”). 
 
La Reforma 2015 incluye, entre sus novedades, la existencia de diversos atenuantes y eximentes 
para la persona jurídica, siendo los denominados modelos o programas de prevención de delitos 
parte fundamental de la exención de la responsabilidad penal. 
 
Al respecto de la Reforma 2015 también se ha pronunciado la Fiscalía General del Estado en la 
Circular 1/2016, de 22 de enero, exigiendo que los modelos de prevención de delitos estén 
adaptados a las circunstancias concretas de las empresas y a sus específicos riesgos. 
 
La Diócesis de Coria-Cáceres (la “Diócesis”) tiene un objeto y unos fines completamente 
diversificados aunque pueden resumidamente enunciarse, porque toda su actividad tiende a ello, 
como sigue: sostener el culto divino, sustentar honestamente al clero y demás ministros, y hacer 
obras de apostolado sagrado y de caridad, sobre todo con los necesitados (Cfr. c. 1254 § 2 CIC). 
 
Por ello, a la luz de las modificaciones legales expuestas, el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la 
Diócesis, D. Francisco Cerro Chaves (en tanto que responsable máximo de la Diócesis de Coria-
Cáceres, a tenor de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico canónico) ha impulsado la 
aprobación del presente Plan de Prevención de Infracciones Penales (el “Plan”), elaborado con 
base en las características, actividades y riesgos propios de la Diócesis de Coria-Cáceres (la 
“Diócesis”). 
 
Con este Plan, la Diócesis asume un compromiso de mejora continua, para situarse en los más 
altos estándares en materia de integridad y profesionalidad en el desempeño de su actividad. 
 
La elaboración del presente Plan ha sido producto de la revisión que se ha realizado para 
verificar la suficiencia de los procedimientos y controles que actualmente existen en la Diócesis. 
 
Al mismo tiempo, se ha realizado un análisis de los riesgos penales que hipotéticamente pueden 
producirse en las distintas áreas de actuación de la Diócesis, tratando de abarcar todos los 
riesgos de incumplimiento normativo que pueden darse. 
 
Lo esencial es hacer cuanto sea posible para que el cumplimiento normativo, en todas sus áreas 
de actuación, sea modélico. 
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2.- Objetivos y descripción del Plan de Prevención de Delitos 
 
 
Constituyen objetivos esenciales del presente Plan: 
 
a) Identificar un sistema de políticas y procedimientos a fin de prevenir la comisión de 
conductas delictivas por parte de cualquier representante y/o empleado, de las contenidas y 
tipificadas en el Código Penal (o en cualquier otra norma penal, en su caso) y que sean 
susceptibles de dar lugar a responsabilidad penal de la persona jurídica; 
 
b) Informar a los Sujetos Obligados (tal y como este término se define en el Plan) de las 
consecuencias que se pueden derivar para la Diócesis por causa de cualquier conducta que no se 
adecúe a dichas políticas y procedimientos y de que se puede incurrir en la comisión de alguno 
de los delitos de los señalados en el apartado anterior; además de que puede implicar, para el 
caso de que la legislación laboral así lo prevea, desde la imposición de una sanción hasta la 
resolución del contrato de trabajo. 
 
c) Asegurar la efectividad de las normas y procedimientos de control que minimicen el riesgo de 
comportamientos ilícitos; 
 
d) Manifestar de forma clara que la Diócesis condena cualquier conducta contraria a la Ley y 
que dichas conductas suponen un incumplimiento de las políticas y procedimientos internos; 
 
e) Identificar las áreas, las operaciones o procesos en los que existe riesgo de comisión de 
conductas delictivas mediante el establecimiento de controles adecuados y adoptando las 
medidas suficientes para su supervisión y documentación de los mismos; y  
 
f) Acreditar que la Diócesis ha ejercido el control debido sobre sus actividades, cumpliendo de 
este modo con la exigencia contemplada en el Código Penal. 
 
g) Delimitar las funciones de los puestos de trabajo y apoderamiento de los representantes de la 
Diócesis. 
 
El Plan describe el régimen de responsabilidad penal de las personas jurídicas, señala los riesgos 
relevantes que pudieran derivarse para la Diócesis y establece medidas internas de control con el 
objeto de prevenir la comisión de delitos que puedan dar lugar a la responsabilidad penal de la 
misma. 
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3.- Alcance del Plan de Prevención de Delitos 
 
 
A los efectos del presente Plan, se entenderá por Diócesis de Coria-Cáceres a todas las entidades 
dependientes de la misma conforme a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico-canónico, sobre 
las que directa o indirectamente tenga control; entendiendo por tal control la facultad de 
nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno, dirección o 
administración. 
 
El Plan es de aplicación a las siguientes categorías de personas (en lo sucesivo, los “Sujetos 
Obligados”): 
 
a) Todas aquellas personas que ostenten facultades de representación y dirección de la Diócesis 
conforme al ordenamiento jurídico español y/o al ordenamiento jurídico canónico: 
 
 Obispo diocesano (Administrador Diocesano o cargo análogo conforme al 

ordenamiento canónico, en su caso) 
 Vicario General 
 Vicario Judicial y demás vicarios 
 Secretario General-Canciller 
 Ecónomo 
 Director/a de los archivos históricos 
 Delegados diocesanos y secretarios de delegaciones 
 Deán-Presidente del Cabildo Catedral 
 Canónigo hebdomadario y canónigos que desempeñen cargos de dirección o gestión del 

Cabildo Catedral, según sus estatutos (Mayordomo, Administrador…) 
 Párrocos, vicarios parroquiales y encargados de archivos parroquiales y/o sacramentales 
 Rectores de templos 
 Rector del Seminario 
 Administrador del Seminario, …  
 Directores y equipos directivos de colegios, residencias de mayores, y otros centros de 

espiritualidad, y residencias de cualquier otra naturaleza 
 Directores de otros centros e instituciones diocesanas 

 
b) Personas que, de hecho o formalmente, tengan facultades de administración en cualquiera de 
los departamentos centrales o dependientes de los responsables anteriormente enumerados en 
que se ejerzan actividades diocesanas, y 
 
c) Todos los empleados (incluidos voluntarios y becarios) y colaboradores de la Diócesis. 
 
La Diócesis promoverá que los principales grupos, asociaciones, cofradías, hermandades, y 
movimientos con los que se relaciona, así como las diferentes manifestaciones de la vida 
consagrada (órdenes y congregaciones religiosas, etc.), adopten una conducta conforme al 
presente Plan. 
 
El Plan tiene validez tanto en España como en el extranjero, siempre teniendo en cuenta las 
diferencias culturales, lingüísticas, sociales y económicas de los diversos países en los que los 
misioneros de la Diócesis puedan realizar su actividad; y ello a la vista de que también puede 
surgir responsabilidad penal de las personas jurídicas por delitos cometidos fuera del territorio 
español siempre que el responsable no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero. 
  



 
 
 

| 6 
 

Pza. de Santa María, 1 
10003 Cáceres 

 +34 927245250 
 +34 927214024 

4.- Contenido de la responsabilidad penal de la persona jurídica 
 
 
Tal y como se señaló previamente, la LO 5/2010 introdujo en el derecho español el concepto de 
responsabilidad penal de las personas jurídicas por los delitos cometidos en su nombre y 
provecho por los representantes legales, administradores y/o empleados. 
 
La responsabilidad penal de la persona jurídica es compatible con: 
 
a) La responsabilidad penal que pueda imponerse directa, personal e individualmente a la 
persona física que cometió el delito; 
 
b) Cualquier responsabilidad civil derivada de los daños y perjuicios que el delito haya podido 
ocasionar; y 
 
c) Cualquier otro tipo de responsabilidad civil o administrativa que pueda ser impuesta a la 
persona jurídica o a la persona física. 
 
Para que exista responsabilidad penal de la persona jurídica es necesario que se constate la 
existencia de un delito que haya sido cometido por los representantes legales, administradores 
y/o empleados de la persona jurídica. En cambio, no es necesario que la concreta persona física 
responsable del delito sea identificada o que se dirija procedimiento penal alguno contra ella. 
Igualmente, es necesario que los delitos hayan sido cometidos en nombre o por cuenta de la 
misma, y en su provecho, por las siguientes personas físicas: 
 
a) Los representantes legales y administradores de hecho o de derecho de la persona jurídica; 
 
b) Los que estén sometidos a la autoridad de las personas definidas en el apartado anterior 
cuando concurran dos requisitos adicionales: 
 
- Que el delito haya sido cometido en el ejercicio de su trabajo; y 
 
- Que hayan podido realizar los hechos por no haberse ejercido sobre ellos el debido control 
atendidas las concretas circunstancias del caso. 
 
Actualmente, los delitos que podrían conllevar de forma directa responsabilidad penal para 
cualquier persona jurídica, son los siguientes: 
 

Delito Artículos del  

Código Penal 

Tráfico ilegal de órganos humanos 156 bis.3 
Trata de seres humanos 177 bis.7 
Prostitución/ explotación sexual/ corrupción de menores 189 bis 
Descubrimiento y revelación de secretos y allanamiento informático 197 quinquies 
Estafas 251 bis 
Frustración de la ejecución 258 ter 
Insolvencias punibles 261 bis 
Daños informáticos 264 quater 
Contra la propiedad intelectual e industrial, el mercado y los consumidores 288 
Blanqueo de capitales 302.2 
Financiación ilegal de los partidos políticos 304 bis.5 
Contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social 310 bis 
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Contra los derechos de los ciudadanos extranjeros 318 bis.5 
Urbanización, construcción o edificación no autorizables 319.4 
Contra los recursos naturales y el medio ambiente 328 
Relativos a las radiaciones ionizantes 343.3 
Riesgos provocados por explosivos y otros agentes 348.3 
Contra la salud pública 366 
Contra la salud pública (tráfico de drogas) 369 bis 
Falsificación de moneda 386.5 
Falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje 399 bis 
Cohecho 427 bis 
Tráfico de influencias 430 
Delitos de odio y enaltecimiento 510 bis 
Financiación del terrorismo 576 
Contrabando art. 2.6 de la 

LO 12/1995, 
modificada por 
la LO 6/2011 

 
Las consecuencias son las siguientes: 
 
 Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años. 

 
 Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco 

años. 
 
 Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, 

favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si 
fuere temporal, el plazo no podrá exceder de quince años. 

 
 Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector 

público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un 
plazo que no podrá exceder de quince años. 

 
 Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los 

acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años. 
 
La intervención podrá afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna de sus 
instalaciones, secciones o unidades de negocio. El Juez o Tribunal, en la sentencia o, 
posteriormente, mediante auto, determinará exactamente el contenido de la intervención y 
determinará quién se hará cargo de la intervención y en qué plazos deberá realizar informes de 
seguimiento para el órgano judicial. 
 
La intervención se podrá modificar o suspender en todo momento previo informe del interventor 
y del Ministerio Fiscal. El interventor tendrá derecho a acceder a todas las instalaciones y 
locales de la empresa o persona jurídica y a recibir cuanta información estime necesaria para el 
ejercicio de sus funciones. Reglamentariamente se determinarán los aspectos relacionados con 
el ejercicio de la función de interventor, como la retribución o la cualificación necesaria. 
 
La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales 
y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida 
cautelar durante la instrucción de la causa. 
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No obstante, no todos los delitos mencionados son susceptibles de ser cometidos por la Diócesis 
dado el objeto de sus actividades, y ésta podrá quedar exenta de responsabilidad penal en caso 
de que la misma pruebe que tiene e implementa, eficazmente, un Programa de Prevención de 
Delitos. 
 
A tal efecto, es necesario que se acredite: 
 
a) Que el órgano de administración ha adoptado y ejecutado con eficacia, antes de la comisión 
del delito, modelos de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia y control 
idóneas para prevenir delitos de la misma naturaleza; 
 
b) Que la supervisión del funcionamiento y del cumplimiento del modelo de prevención 
implantado ha sido confiado a un órgano de la persona jurídica con poderes autónomos de 
iniciativa y control; y 
 
c) Que no se ha producido una omisión o un ejercicio insuficiente de sus funciones de vigilancia 
y control por parte del órgano de cumplimiento normativo. 
 
Si estas circunstancias sólo se pueden probar parcialmente, se podrá también valorar a los 
efectos de atenuación de la pena. 
 
Los programas de prevención deben cumplir, además, los siguientes requisitos: 
 
a) Identificar las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos los delitos que deben ser 
prevenidos; 
 
b) Establecer los protocolos o procedimientos que concreten el proceso de formación de la 
voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de ejecución de las mismas con 
relación a aquellos; 
 
c) Disponer de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para impedir la 
comisión de los delitos que deberán ser prevenidos; 
 
d) Imponer la obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al organismo 
encargado de vigilar el funcionamiento del plan de prevención; y 
 
e) Establecer un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumplimiento de las 
medidas que establezca el modelo. 
 
Además de la relación de delitos expresada, de sus consecuencias y de cómo puede eximirse de 
la responsabilidad penal, es susceptible de aplicación el régimen del art. 129 del Código Penal a 
los delitos previstos para las personas jurídicas cuando se hayan cometido en el seno, con la 
colaboración, a través o por medio de entes carentes de personalidad jurídica, siendo, por tanto, 
aplicable lo dispuesto en dicho artículo para los siguientes delitos: 
 

Delito Artículos del  

Código Penal 

Relativos a la manipulación genética 162 
Alteración de precios en concursos y subastas públicas 262 
Negativa a actuaciones inspectoras 294 
Delitos contra los derechos de los trabajadores 318 
Falsificación de moneda 386.4 
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Asociación ilícita 520 
Organización y grupos criminales y organizaciones y grupos terroristas 570 quater 
Contrabando art. 2.7 de la 

LO 12/1995, 
modificada por 
la LO 6/2011 

 
Tratándose la Diócesis de una entidad de la Iglesia Católica, además y como no podía esperarse 
de otra forma, el presente Plan contempla la vigilancia y prevención de la comisión de los 
delitos contemplados en el Libro VI del Código de Derecho Canónico (cc. 1364-1399), aunque 
de tales supuestos no se derive ni automática ni necesariamente responsabilidad penal para la 
misma conforme al ordenamiento jurídico español. 
 
Los delitos canónicos sobre los que más vigilancia se desplegará para prevenirlos son los 
siguientes: 
 

Delito Cánones
1
 

Enajenación de bienes eclesiásticos sin la licencia prescrita (cfr. c. 1291 y ss) 1376 
Absolución del cómplice en pecado contra el 6.º mandamiento 1384 
Celebración de la Misa, oír confesiones sin ser sacerdote 1379/1389 
Celebración de sacramentos con simonía 1380 
Usurpación de oficio eclesiástico / retención ilegítima del oficio, después de 
ser cesado 

1375 

Obtención de lucro ilegítimo con el estipendio de la misa 1383 
Cohecho para hacer/omitir algo por quien ejerce función en la Iglesia 1377 
Solicitación 1385 
Abuso de potestad Eclesiástica. Daño por negligencia en hacer/no hacer en 
ejercicio de potestad o cargo. 

1378 

Falsedad en documento público o (privado) eclesiástico 1391 
Ejercicio del comercio o negocios por clérigos contra las prescripciones del 
CIC 

1393 

Delitos contra el 6.º mandamiento con violencia, amenazas, públicamente o 
con menores de edad 

1395 §§2 y 3 y 
1398 

Homicidio, rapto, lesiones 1397 
 
Finalmente, el funcionamiento eficaz del programa de prevención exige una verificación 
periódica del mismo y de su eventual modificación, cuando se pongan de manifiesto 
infracciones relevantes de sus disposiciones, o cuando se produzcan cambios en la organización, 
en la estructura de control o en la actividad desarrollada que los haga necesarios. 
  

                                                             
1 Número de los cánones según reforma operada por la Const. Ap. «Pascite gregem Dei», de S. S. Francisco, por la 
que se reforma el Libro VI del CIC. 
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5.- Compromiso del Sr. Obispo 
 
 
El presente Plan cuenta con el máximo respaldo del Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la 
Diócesis, así como con el total compromiso para su cumplimiento por parte de todas las 
personas relacionadas en el primer apartado de sujetos obligados, que deberán dar claro ejemplo 
siempre de un comportamiento acorde con el mismo (a mayor responsabilidad, mayor exigencia 
de ejemplaridad). 
 

6.- Metodología de análisis de riesgos 
 
 
Si bien es cierto que muchas de las figuras delictivas incluidas en la lista del punto 4 anterior 
son ajenas a las actividades de la Diócesis debido al objeto y dinámica social de la misma (por 
ejemplo, es prácticamente imposible la comisión del delito de tráfico y trasplante ilegal de 
órganos humanos), existen otras que podrían afectar a la misma, como, entre otros, el delito de 
descubrimiento y revelación de secretos, el delito de daños informáticos, los delitos contra los 
derechos de los trabajadores, los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al 
mercado y a los consumidores, los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad 
Social o los delitos cometidos con ocasión del ejercicio de los derechos fundamentales y de las 
libertades públicas garantizados por la Constitución. 
 
Teniendo en cuenta las actividades desarrolladas y el funcionamiento de la Diócesis, se 
analizarán en Anexo aparte, de los tipos delictivos enumerados anteriormente, aquéllos que 
podrían llegar a cometerse teniendo en cuenta la organización y el ámbito de actuación de la 
misma. 
 
El análisis identificará de las áreas y actividades de la Diócesis (incluidas sus funciones y tareas 
respectivas) en cuyo ámbito pueden cometerse los delitos que deben ser prevenidos; al mismo 
tiempo que todas y cada una de las áreas y actividades de la Diócesis serán objeto de análisis de 
riesgo. 
 
La identificación de los delitos aplicables a cada una de las áreas de la Diócesis, se efectuará 
siguiendo un criterio de máximos, es decir, se analizarán todos los delitos que podrían conllevar 
responsabilidad penal para la Diócesis, así como los delitos que indirectamente pueden afectarla 
a través de sus representantes legales. 
 
La posible comisión de los delitos analizados son los riesgos penales en sí mismos. De este 
modo, cada delito da lugar a un escenario de riesgo diferente. Y para la valoración de los 
diferentes escenarios de riesgo, se mantendrán  reuniones y entrevistas con la mayoría de las 
direcciones de las áreas incluidas en el análisis de riesgos. 
 
Por último, la Diócesis pone de manifiesto su fiel compromiso en relación con la revisión 
constante, monitorización y actualización de forma periódica de sus riesgos penales, para hacer 
así efectivo el Plan y garantizar la mejora continua del sistema de prevención penal del mismo. 
 
Es por ello, que el Análisis de Riesgos se revisará y se modificará conforme a lo detallado en el 
apartado 10 posterior. 
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7.- El Órgano de Cumplimiento 
 
 

7.1.- Requisitos, configuración y nombramiento del Órgano de 

Cumplimiento 
 
El ejercicio del debido control por la Diócesis exige la designación de órganos de control 
interno para el seguimiento de los controles implantados y de los eventuales riesgos penales. 
 
Esta tarea de control y seguimiento ya está comendada en el ámbito canónico al Promotor de 
Justicia de la Diócesis, y nada impide sino que su naturaleza parece prescribirlo, que el control y 
seguimiento del presente Plan se le encomiende al mismo, con la necesaria y suficiente 
autonomía de que dicho cargo goza ya tanto en términos de poder de control como de iniciativa. 
Aunque esta solución es la más natural, tampoco se opone a ello que, si en el futuro se revelara 
otra solución como más eficaz, pueda adoptarse aquella otra segregando para ello las tareas de 
control y seguimiento que afecten exclusivamente al ámbito canónico, que le seguirían 
correspondiendo al Promotor de Justicia. 
 
El Oficial de Cumplimiento deberá tener los conocimientos, aptitudes y experiencia adecuados a 
las funciones que está llamado a desempeñar. Debe conocer con detalle la actividad de la 
Diócesis, disponiendo de autoridad e independencia para garantizar la credibilidad y el carácter 
vinculante de las decisiones tomadas; y no estará directamente involucrado en las actividades 
cuya supervisión y control ha de llevar a cabo. 
 
El órgano de cumplimiento, por tanto, estará compuesto por un único miembro (en adelante 
denominado “Oficial de Cumplimiento” si se refiere a la normativa de la esfera del 
ordenamiento jurídico español o “Promotor de Justicia” si se refiere a la de la esfera canónica), 
será nombrado por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis y su mandato tendrá duración 
indefinida. 
 
Su nombramiento será publicado en la página web corporativa de la Diócesis 
(http://www.diocesiscoriacaceres.es/), manteniéndose actualizado en todo momento. 
 

7.2.- Destitución 
 
El Oficial de Cumplimiento deberá ser destituido cuando: 
 
a) Sea acusado formalmente de cualquier delito susceptible de dar lugar a la responsabilidad 
penal de la persona jurídica; y 
 
b) Sea inhabilitado por resolución judicial o administrativa para administrar o representar a 
cualquier tipo de sociedad mercantil. 
 
Adicionalmente, el Oficial de Cumplimiento podrá ser destituido por el Excmo. y Rvdmo. Sr. 
Obispo de la Diócesis, en los siguientes supuestos: 
 
a) Incumplimiento relevante en el ejercicio de sus funciones; 
 
b) Incumplimiento relevante de cualquiera de los códigos, reglamentos y demás normativa 
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interna de la Diócesis; 
 
c) Enfermedad que impida el desarrollo de sus funciones; 
 
d) Despido o suspensión de empleo por parte la Diócesis. 
 
El Oficial de Cumplimiento podrá presentar su renuncia voluntaria con un periodo de preaviso 
de 15 días, mediante carta dirigida al Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis. 
 
En caso de que el Oficial de Cumplimiento sea destituido, presente su renuncia, sea 
incapacitado, fallezca, o incurra en cualquiera de las causas que determinen su destitución 
obligatoria, el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis deberá nombrar a un sustituto en el 
plazo máximo de un mes. 
 

7.3.- Competencias del Oficial de Cumplimiento 
 
Al Oficial de Cumplimiento no le corresponde ni se le asignan poderes específicos como tal, ni 
siquiera a título de representación, que le permitan intervenir a nivel de gestión ni tomar 
decisiones respecto de organización o disciplina relativas a las actividades de la Diócesis y de 
sus empleados. 
 
El Oficial de Cumplimiento tendrá, en términos generales, las siguientes funciones: 
 
a) Comprobar la aplicación de los códigos y manuales internos de la Diócesis a través de 
actividades específicas, mediante la evaluación de los procesos de control de los riesgos; 
 
b) Fomentar la difusión, el conocimiento, la comprensión y el cumplimiento de los códigos y 
manuales internos de la Diócesis; 
 
c) La interpretación, superior y vinculante, de los códigos y manuales internos de la Diócesis 
(siempre a salvo lo que pueda preverse en los códigos o manuales internos en cuestión); 
 
d) Asesorar en la resolución de cuantas dudas que surjan en la aplicación de los códigos y 
manuales internos de la Diócesis; 
 
e) Supervisar la eficacia e idoneidad de las políticas y procedimientos implementados para 
prevenir la comisión de los delitos; 
 
f) Recibir y analizar los avisos de violación de los códigos y manuales internos de la Diócesis; 
 
g) Recibir y tramitar las denuncias sobre comisión de ilícitos penales que realicen los Sujetos 
Obligados o terceros a través del Canal de Denuncias; 
 
h) Dirigir las investigaciones que se realicen sobre la posible comisión de actos de 
incumplimiento, pudiendo solicitar la ayuda de cualquier área o departamento de la Diócesis, 
teniendo libre acceso a toda la documentación de la misma que pueda serle útil, y estando 
obligados los responsables de cualquier área a suministrarle cualquier información que les 
solicite sobre las actividades que puedan estar relacionadas, real o potencialmente, con la 
posible comisión de un delito; 
 
i) Establecer controles para evitar la comisión de delitos que pudieran generar responsabilidad 



 
 
 

| 13 
 

Pza. de Santa María, 1 
10003 Cáceres 

 +34 927245250 
 +34 927214024 

jurídica de la Diócesis; 
 
j) Impulsar las normas que sean necesarias para el desarrollo del Plan y la prevención de 
infracciones; 
 
k) Proponer al Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis las modificaciones e integraciones a 
aportar al Plan que considere oportunas; 
 
l) Promover la preparación e implementación de programas adecuados de formación, para los 
Sujetos Obligados en los deberes que impone el Código de Conducta, la Política Anticorrupción 
y la legislación aplicable, con periodicidad anual. 
 
m) Evaluar anualmente los cambios que sea conveniente introducir en el Plan, especialmente en 
caso de detectarse áreas de riesgo no reguladas y procedimientos susceptibles de mejora, y 
proponer dichos cambios. 
 
n) Efectuar las comunicaciones, informaciones y autorizaciones a que se refiere este Plan. 
 

7.4.- Información y conflictos de interés 
 
El Oficial de Cumplimiento informará de su actividad al Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la 
Diócesis con periodicidad mínima semestral, siempre a salvo otras posibles comunicaciones 
extraordinarias en caso de incidencias o irregularidades que por su relevancia lo hagan 
necesario. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis, podrá solicitar 
reuniones informativas al Oficial de Cumplimiento, siempre que lo estime oportuno o 
conveniente. 
 
En caso de que el Oficial de Cumplimiento se encuentre incurso en un potencial conflicto de 
interés, deberá informar sobre ello al Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis, que será 
competente para resolver las dudas o conflictos que puedan surgir al respecto. 
 

7.5.- Recursos y plan anual de actividades 
 
El Oficial de Cumplimiento contará con los medios humanos y materiales necesarios para el 
desempeño de sus funciones. 
 
Antes del inicio de cada ejercicio, el Oficial de Cumplimiento, elaborará y presentará al Excmo. 
y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis, un plan anual de actividades para el ejercicio. 
 

7.6.- Deberes y facultades 
 
En todo caso, Oficial de Cumplimiento estará obligado a: 
 
a) Operar bajo criterios de prudencia y equidad. 
 
b) Preservar la confidencialidad de todos los datos y de las actuaciones llevadas a cabo. 
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c) Asegurar la no represalia a los empleados y terceras personas implicadas en la 
consulta/comunicación. 
 
En aras a garantizar la máxima eficacia en el desarrollo de sus funciones, el Oficial de 
Cumplimiento tiene libre acceso a toda la información, documentación, oficinas, 
administradores y profesionales que puedan serle útiles en el seno de cada una de las entidades 
de la Diócesis. 
 
En el mismo sentido, todos los administradores y profesionales de cada una de las entidades de 
la Diócesis están obligados a suministrar al Oficial de Cumplimiento cualquier información que 
les solicite sobre las actividades del área o departamento relacionadas con la posible comisión 
de un delito. 
 
Con el objetivo de asegurar que el Oficial de Cumplimiento cumple con la Ley y la normativa 
de aplicación en el ejercicio de sus funciones, éste podrá recabar la colaboración y 
asesoramiento de profesionales externos que en cada caso se estime conveniente. 
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8.- Controles Generales de cumplimiento penal 
 
 
El presente Plan establece el modelo de organización, prevención, gestión y control de riesgos 
penales a implantar en la Diócesis; el cual prevé la realización de dos tipos de controles: 
 
a) Controles preventivos fundamentales o generales que constituyen la base del control del 
riesgo y tienen eficacia para mitigar el riesgo genérico de comisión de delitos. 
 
b) Controles preventivos específicos constituidos por medidas concretas cuya finalidad es 
mitigar un riesgo penal específico. 
 
En relación con los controles preventivos generales, la Diócesis ya ha implantado o implantará 
las siguientes medidas generales: 
 

8.1.- Código de Conducta y Política Anticorrupción 
 
El Código de Conducta y la Política Anticorrupción son parte esencial e integrada del Plan. 
 
El Código de Conducta es la norma fundamental de la Diócesis y contiene estándares éticos y 
normas de conducta que son imperativos para todos los Sujetos Obligados. El Código refleja los 
principios y valores que son de obligatorio cumplimiento por parte de ellos. 
 
Por su parte, la Política Anticorrupción establece las pautas específicas de comportamiento a 
seguir en la lucha contra la corrupción en el desarrollo de la actividad de la Diócesis resultando 
igualmente imperativas para todos los Sujetos Obligados. 
 
El Código de Conducta y la Política Anticorrupción han sido aprobados por el Excmo. y 
Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis con fecha *** y serán publicados en la página web de la 
Diócesis (http://www.diocesiscoriacaceres.es/). 
 
El Código de Conducta y la Política Anticorrupción serán difundidos a los Sujetos Obligados 
mediante entrega en mano, o a través de su publicación en el portal del empleado. 
 
Los Sujetos Obligados deberán confirmar anualmente (por escrito o vía electrónica) la lectura, 
conocimiento entendimiento y aceptación del Código de Conducta y de la Política 
Anticorrupción. 
 
Cualquier incumplimiento del Código de Conducta o de la Política Anticorrupción, dará lugar a 
la aplicación de sanciones al infractor. 
 

8.2.- Canal de Denuncias 
 
De forma adicional a lo que pueda preverse en los códigos, reglamentos internos y en 
cualesquiera otras políticas y procedimientos establecidos por la Diócesis, cualquier conducta 
que pueda implicar la comisión de alguna irregularidad o de algún acto contrario a la legislación 
o al Código de Conducta o a la Política Anticorrupción, deberá ser comunicada al Oficial de 
Cumplimiento a través del Canal de Denuncias; que consiste en una vía confidencial de 
comunicación de potenciales comportamientos y/o procedimientos contrarios a la ley y/o a la 
ética y directrices fijadas por la Diócesis. 
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Para canalizar las denuncias, se ha habilitado el buzón electrónico 
cumplimiento@diocesiscoriacaceres.es, cuya existencia se encuentra publicada en la página 
web corporativa de la Diócesis ((http://www.diocesiscoriacaceres.es/). 
 
Con carácter alternativo al mismo, los Sujetos Obligados podrán también plantear sus denuncias 
a través de carta dirigida a: 
 
Diócesis de Coria-Cáceres 
A/A: Oficial de Cumplimiento 
Plaza de Sta. María, n.º 1; 10003 Cáceres 
 
En caso de que la denuncia afecte al Oficial de Cumplimiento (cuya identidad se encuentra 
publicada en la página web corporativa de la Diócesis), los Sujetos Obligados deberán plantear 
sus denuncias directamente al Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de la Diócesis a través de carta 
dirigida a: 
 
Diócesis de Coria-Cáceres 
A/A: Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo 
Plaza de Sta. María, n.º 1; 10003 Cáceres 
 
El escrito de denuncia, no sometido a modelo preestablecido, deberá contener, al menos, la 
siguiente información: 
 
a) Identidad del denunciante. 
 
b) Irregularidad denunciada, con mención detallada de las circunstancias de la misma y 
acompañando, en la medida de lo posible, soporte documental. 
 
c) Identidad de los responsables directos de la irregularidad. 
 
Los datos de carácter personal facilitados a través del Canal de Denuncias, se recogen 
confidencialmente por la Diócesis cumpliendo con los requisitos impuestos por la legislación 
vigente en materia de protección de datos. 
 
En cualquier caso, los Sujetos Obligados disponen de más información en la página web 
corporativa de la Diócesis (http://www.diocesiscoriacaceres.es/). 
 
Sin perjuicio de los derechos que correspondan a los denunciados conforme a la normativa 
vigente, la Diócesis garantizará la confidencialidad de la identidad del denunciante, así como 
que no habrá represalias por haber denunciado irregularidades, ni por haber participado en el 
procedimiento de investigación. 
 
Con carácter general, la gestión del Canal de Denuncias corresponde al Oficial de 
Cumplimiento (siempre a salvo lo establecido respecto de aquellas denuncias que afecten a 
dicho Oficial de Cumplimiento). 
 
Una vez la Diócesis haya establecido el canal de denuncias emitirá un comunicado a todos los 
empleados informando de la existencia del mismo, exigiendo el buen uso, responsabilidad y 
compromiso por parte de todos los que pretendan acceder a él, recomendando realizar una 
previa y correcta evaluación de la veracidad y trascendencia de los hechos objeto de denuncia. 
 
El Empleado que tuviere indicios o sospechas de la comisión de algún delito, o de la 
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vulneración de alguno de los principios del presente Plan, deberá ponerlo de manifiesto ante el 
Oficial de Cumplimiento a través de los canales establecidos.  
 

8.3.- Formación en cumplimiento normativo y prevención de riesgos 

penales para todos los sujetos obligados 
 
Con carácter adicional a lo señalado en el apartado 8.1 anterior de este Modelo, con el fin de 
favorecer el conocimiento de los principios y de las normas éticas previstas en el Código de 
Conducta, la Política Anticorrupción y demás normativa y/o procedimientos aplicables, así 
como de asegurar una correcta comprensión de los mismos, se establecerá un plan anual de 
formación, utilizando para ello cualquiera de los siguientes medios u otros que resulten 
apropiados: 
 
a) Formación on line; 
 
b) Organización de cursos o jornadas específicas; 
 
c) Formación mediante publicaciones. 
 

 La difusión del contenido del presente Plan de Prevención de Riesgos Penales y 
asimismo de aquellos documentos a los que se hace referencia en el mismo a todo el 
personal de la Diócesis a través de la entrega física del presente Plan y del Código de 
Conducta. 

 
 A las nuevas incorporaciones de la Diócesis, se les entregará el Código de Conducta y 

el Convenio respectivo (que incluye el Régimen Disciplinario), junto con la 
documentación normalmente prevista para la contratación. 

 
 La difusión del contenido del presente Plan de Prevención de Riesgos Penales a terceros 

a través de los mecanismos que la Diócesis determine. 
 
En especial, en relación con la página web de la Diócesis, se incorporarán los siguientes cuatro 
apartados: 
 

1) Código de Conducta - Valores de la Diócesis 
2) Prevención corrupción: nota relativa al compromiso de lucha contra la corrupción por 

parte de la Diócesis. 
3) Canal de denuncias interno con acceso directo al mismo. 
4) Canal de denuncias externo con acceso directo al mismo. 

 

8.4.- Delimitación de funciones de los puestos de trabajo y 

apoderamientos de los representantes de la Diócesis 
 

8.5.- Reglamento del Oficial de Cumplimiento 
 
Este documento que tiene como principal objetivo determinar las directrices relativas a: su 
composición, roles y responsabilidades, flujo de reporting y acciones a desarrollar en caso de 
incidencias. 
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8.6.- Carta a proveedores 
 
Mediante esta comunicación se informará a los proveedores de la necesidad de cumplir con el 
Código de Conducta de la Diócesis y de no realizar actividades contrarias al mismo. 
 

8.7.- Auditorías 
 
Se prevé la realización de auditorías internas y la fijación de procedimientos para ello; 
potestativamente, podrá acordarse una auditoría externa. 
 

8.8.- Régimen Sancionador 
 
El establecimiento de un régimen disciplinario adecuado es esencial para que cualquier sistema 
de prevención de la responsabilidad penal de la persona jurídica pueda ser considerado eficaz. 
Pero el presente Plan no tiene como finalidad establecer un régimen de infracciones y sanciones 
adicional o distinto del ya establecido en la legislación laboral. La finalidad del mismo es 
recoger una serie de principios y conductas que han de regir la actividad de los empleados de la 
Diócesis para que su observancia contribuya a mitigar el riesgo de comisión de delitos en ella. 
 
En caso de detectarse, tras el análisis de las conclusiones del estudio e investigación realizado 
por el Oficial de Cumplimiento, un incumplimiento de la ley, del Código de Conducta, de la 
Política Anticorrupción o de cualquier política o procedimiento aplicable, se actuará 
inmediatamente, aplicando el procedimiento y medidas sancionadoras previstos en el Convenio 
Colectivo aplicable y en el artículo 54 del Estatuto de los Trabajadores (el “Régimen 
Disciplinario”), pudiendo comportar el despido o resolución de los servicios profesionales 
prestados, y comunicando el hecho a las autoridades competentes si, además, fuera constitutivo 
de delito o infracción de alguna clase. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, se incorpora como Anexo 5 a este Modelo, catálogo de conductas 
susceptibles de ser consideradas como faltas. 
 
El Régimen Disciplinario es complementario a cualquier procedimiento judicial que pueda 
dirigirse frente al profesional y/o empleado y a cualquier sanción o consecuencia que pueda 
derivarse de dicho procedimiento. 
 
Las consecuencias de cualquier incumplimiento no afectarán sólo al infractor, sino igualmente a 
aquellos Sujetos Obligados que mediante acción u omisión hayan permitido su incumplimiento. 
 
Igualmente, en el caso de ser el incumplidor de los principios y valores citados un proveedor o 
colaborador de la Diócesis, ello podrá dar lugar a la aplicación de las medidas contractuales o de 
otra índole que procedan en los términos previstos en la normativa aplicable.  
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9.- Procedimientos de gestión del Plan de Prevención de Delitos 
 
 
Al efecto de establecer una guía de actuación de la Diócesis ante el conocimiento de la presunta 
comisión de un delito o ante denuncias por el propio Oficial de Cumplimiento de hechos 
presuntamente delictivos, como parte integrante de este Plan, se incorpora el siguiente Protocolo 
de Actuación en caso de Incidencias de la Diócesis que, en caso de Incidencias establece la 
forma de gestión de la información o denuncias recibidas por el Oficial de Cumplimiento, 
regula, con aplicación analógica de las normas contenidas en el Código de Derecho Canónico 
(cc. ***-***) el proceso de investigación a llevar a cabo en caso de incidencias, y las decisiones 
a adoptar, tanto desde una vertiente preprocesal, como también desde la eventualidad de un 
procedimiento penal dirigido contra cualquiera de las entidades de la Diócesis. 
 

9.1.- Tramitación de las denuncias 
 
Recibida la denuncia, el Oficial de Cumplimiento examinará y valorará la admisibilidad de la 
misma en un plazo de 15 días hábiles desde su recepción, levantando acta de la decisión que 
haya tomado y con apertura del correspondiente expediente. 
 
Tras la admisión y valoración de la denuncia, el Oficial de Cumplimiento remitirá acuse de 
recibo al denunciante, informándole de la apertura del expediente. 
 
Si el Oficial de Cumplimiento estima que la denuncia es improcedente o infundada por no 
vulnerar el Plan de Prevención de Riesgos Penales, se dará por cerrado el expediente y se 
notificará al denunciante mediante acuerdo motivado. 
 
Si se aprecia mala fe o temeridad en la denuncia interpuesta, se dará traslado al Consejo de 
Administración para que éste adopte las medidas disciplinarias pertinentes. 
 
Si el Oficial de Cumplimiento estima que la denuncia es pertinente, pueden darse los siguientes 
supuestos: 
 
a) Que el contenido de la denuncia verse sobre una materia que no tiene relación alguna con el 
contenido del Plan de Prevención de Riesgos Penales: el Oficial de Cumplimiento la remitirá al 
Responsable competente correspondiente. 
 
b) Que la denuncia sea considerada pertinente, pero su contenido sea insuficiente, incompleto o 
no proporcione el detalle necesario para que se pueda iniciar la instrucción del expediente, se 
remitirá al denunciante comunicación solicitándole aporte información o documentación 
adicional en un plazo máximo de 15 días hábiles. 
 
c) Que del contenido de la denuncia existan indicios de la comisión de un delito: se iniciará la 
instrucción del expediente, remitiéndose comunicación al denunciante en un plazo máximo de 
15 días hábiles desde la recepción de la denuncia notificándole la incoación del expediente. En 
el mismo plazo se le notificará al denunciado la denuncia interpuesta y la incoación del 
expediente. En ambos casos se les informará de los derechos y obligaciones establecidos por la 
normativa de protección de datos de carácter personal. 
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9.2.- Instrucción del expediente 
 
El Oficial de Cumplimiento será el encargado de la tramitación de la fase de instrucción. En 
dicha fase se dará trámite de audiencia al denunciado, a los afectados y a los terceros que 
puedan actuar como testigos, la intervención de los cuales tendrá carácter estrictamente 
confidencial. 
 
Una vez efectuada la instrucción del expediente, que no podrá exceder de seis meses, Oficial de 
Cumplimiento deberá emitir informe al respecto, con una propuesta de resolución que contendrá 
entre otros: 
 

 Identificación de la denuncia, del denunciante y del Oficial de Cumplimiento. 
 Datos aportados en la denuncia. 
 Análisis de la información y documentación aportada en la denuncia, de la recabada por 

el Oficial de Cumplimiento y, en su caso, de la aportada por el denunciado. 
 Valoración de las alegaciones efectuadas en el trámite de audiencia. 
 Propuesta de resolución. 
 Asimismo, si se aprecia una debilidad en un control interno de los previstos en el 

presente Plan, señalará las medidas a adoptar que considere pertinentes para su mejora. 
 

9.3.- Resolución del expediente 
 
El Oficial de Cumplimiento, tras emitir su informe, emitirá asimismo acuerdo motivado que 
estimará o desestimará la denuncia interpuesta, justificando, en cualquier caso, la decisión 
adoptada. 
 
El acuerdo se notificará al denunciante y al denunciado en un plazo de 15 días hábiles. El 
acuerdo debe contener: 
 

 Identificación del nº de expediente, del denunciante, del denunciado y del Instructor del 
Procedimiento 

 Resumen de los hechos denunciados y del resultado de la instrucción 
 Decisión adoptada (estimación/desestimación) 
 Fundamentos de hecho y de derecho de la decisión adoptada 
 Medidas a adoptar 

 
En el supuesto que el acuerdo sea desestimatorio, se procederá al registro y archivo de la 
denuncia. 
 
En el supuesto que el acuerdo sea estimatorio, se pondrá en conocimiento del Consejo de 
Administración para que éste aplique la medida disciplinaria que corresponda sobre el 
denunciado, o se pondrá en conocimiento del área responsable, para que adopte las medidas que 
procedan respecto del denunciado, para el supuesto de no ser empleado de la Diócesis, sino 
colaborador o proveedor. Todo ello sin perjuicio de su comunicación a las autoridades públicas 
competentes, si fuera necesario. 
 
Todos los acuerdos estarán debida y suficientemente motivados. 
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10.- Revisión del Plan de Prevención de Delitos 
 
 
El presente Plan (y especialmente, aunque sin perjuicio del resto, el Análisis de Riesgos 
contenido en su apartado 6) se revisará y, eventualmente, se modificará: 
 
a) Siempre que se produzcan cambios relevantes en la organización, en la estructura de control o 
en la actividad desarrollada por la Diócesis que así lo aconsejen. 
 
b) Siempre que haya modificaciones legales o jurisprudenciales relevantes que así lo aconsejen. 
 
c) Siempre que se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones que, 
igualmente, lo aconsejen. 
 
d) Siempre que se detecten áreas de riesgo no reguladas y procedimientos susceptibles de 
mejora. 
 
Asimismo, el presente Plan (y especialmente, aunque sin perjuicio del resto, el Análisis de 
Riesgos contenido en su apartado 6) se revisará, aún cuando no se produzca ninguna de las 
circunstancias anteriormente dichas, al menos una vez al año. 
 

11.- Aprobación del Plan 
 
 
El presente Manual entrará en vigor, una vez se apruebe por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Obispo de 
la Diócesis, a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de la Diócesis, sin perjuicio 
de que deba ser comunicado individualmente a las personas vinculadas a la misma. 
 
El presente Manual tiene carácter obligatorio. Su incumplimiento dará lugar a la aplicación del 
régimen disciplinario que corresponda. 
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ANEXÓ 1 – Riesgos penales detectados y Controles Especí ficos 

 
A raíz de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modificó el Código Penal y, en 
especial, su art. 31 bis, se estableció en nuestra legislación el régimen de responsabilidad penal 
de las personas jurídicas por los delitos cometidos por sus directivos y/o empleados, que en la 
actualidad viene regulado en los siguientes términos: 
 
1.- El artículo 31 bis establece los supuestos de responsabilidad penal de las personas jurídicas y 
el mecanismo para obtener la exención de la misma: 
 
“1. En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente 
responsables: 
 
  a) De los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su beneficio 
directo o indirecto, por sus representantes legales o por aquellos que actuando individualmente 
o como integrantes de un órgano de la persona jurídica, están autorizados para tomar decisiones 
en nombre de la persona jurídica u ostentan facultades de organización y control dentro de la 
misma. 
 
  b) De los delitos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en 
beneficio directo o indirecto de las mismas, por quienes, estando sometidos a la autoridad de las 
personas físicas mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos por haberse 
incumplido gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, vigilancia y control de su 
actividad atendidas las concretas circunstancias del caso. 
 
2. Si el delito fuere cometido por las personas indicadas en la letra a) del apartado anterior, la 
persona jurídica quedará exenta de responsabilidad si se cumplen las siguientes condiciones: 
 
  1.ª el órgano de administración ha adoptado y ejecutado con eficacia, antes de la 
comisión del delito, modelos de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia y 
control idóneas para prevenir delitos de la misma naturaleza o para reducir de forma 
significativa el riesgo de su comisión; 
 
  2.ª la supervisión del funcionamiento y del cumplimiento del modelo de prevención 
implantado ha sido confiada a un órgano de la persona jurídica con poderes autónomos de 
iniciativa y de control o que tenga encomendada legalmente la función de supervisar la eficacia 
de los controles internos de la persona jurídica; 
 
  3.ª los autores individuales han cometido el delito eludiendo fraudulentamente los 
modelos de organización y de prevención y 
 
  4.ª no se ha producido una omisión o un ejercicio insuficiente de sus funciones de 
supervisión, vigilancia y control por parte del órgano al que se refiere la condición 2.ª 
 
En los casos en los que las anteriores circunstancias solamente puedan ser objeto de acreditación 
parcial, esta circunstancia será valorada a los efectos de atenuación de la pena. 
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3. En las personas jurídicas de pequeñas dimensiones, las funciones de supervisión a que se 
refiere la condición 2.ª del apartado 2 podrán ser asumidas directamente por el órgano de 
administración. A estos efectos, son personas jurídicas de pequeñas dimensiones aquéllas que, 
según la legislación aplicable, estén autorizadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias 
abreviada. 
 
4. Si el delito fuera cometido por las personas indicadas en la letra b) del apartado 1, la persona 
jurídica quedará exenta de responsabilidad si, antes de la comisión del delito, ha adoptado y 
ejecutado eficazmente un modelo de organización y gestión que resulte adecuado para prevenir 
delitos de la naturaleza del que fue cometido o para reducir de forma significativa el riesgo de 
su comisión. En este caso resultará igualmente aplicable la atenuación prevista en el párrafo 
segundo del apartado 2 de este artículo. 
 
5. Los modelos de organización y gestión a que se refieren la condición 1.ª del apartado 2 y el 
apartado anterior deberán cumplir los siguientes requisitos: 
 
  1.º Identificarán las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos los delitos que 
deben ser prevenidos. 
 
  2.º Establecerán los protocolos o procedimientos que concreten el proceso de formación 
de la voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de ejecución de las mismas 
con relación a aquéllos. 
 
  3.º Dispondrán de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para 
impedir la comisión de los delitos que deben ser prevenidos. 
 
  4.º Impondrán la obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al 
organismo encargado de vigilar el funcionamiento y observancia del modelo de prevención. 
 
  5.º Establecerán un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el 
incumplimiento de las medidas que establezca el modelo. 
 
  6.º Realizarán una verificación periódica del modelo y de su eventual modificación 
cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones, o cuando se 
produzcan cambios en la organización, en la estructura de control o en la actividad desarrollada 
que los hagan necesarios”. 
 
2.- El artículo 31 ter establece la responsabilidad penal de la persona jurídica incluso en caso de 
indeterminación de la persona física penalmente responsable, así como la intransmisibilidad de 
las eximentes, agravantes y/o atenuantes entre ésta y aquélla:  
 
“1. La responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se constate la 
comisión de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o funciones 
aludidas en el artículo anterior, aun cuando la concreta persona física responsable no haya sido 
individualizada o no haya sido posible dirigir el procedimiento contra ella. Cuando como 
consecuencia de los mismos hechos se impusiere a ambas la pena de multa, los jueces o 
tribunales modularán las respectivas cuantías, de modo que la suma resultante no sea 
desproporcionada en relación con la gravedad de aquéllos. 
 
2. La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en las que 
los hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias que 
afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, o el hecho de que dichas 
personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción de la justicia, no excluirá ni 
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modificará la responsabilidad penal de las personas jurídicas, sin perjuicio de lo que se dispone 
en el artículo siguiente”. 
 
3.- El artículo 31 quater establece el régimen de atenuantes de la responsabilidad penal de la 
persona jurídica: 
 
“1. Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través de sus 
representantes legales, las siguientes actividades: 
 
a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a 
confesar la infracción a las autoridades. 
 
b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en cualquier momento del 
proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades penales dimanantes 
de los hechos. 
 
c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad al juicio oral a 
reparar o disminuir el daño causado por el delito. 
 
d) Haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y 
descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de 
la persona jurídica”. 
 
4.- A fin de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos anteriormente mencionados, el 
análisis de riesgos penales que se plasma en el presente documento ha tenido en cuenta la 
totalidad de los delitos que, según el Código Penal en su vigente redacción, podrían conllevar la 
responsabilidad penal de la Diócesis si se realizasen por un representante legal o empleado 
actuando en nombre y en beneficio de la misma, y no se hubieran implementado medidas de 
control para prevenir e identificar los riesgos penales. 
 
A continuación se expondrán los riesgos penales detectados en la Diócesis, y los controles 
específicos que deben ser implantados, habiendo sido diferenciados en dos niveles según su 
mayor o menor riesgo (Nivel 1 y Nivel 2, respectivamente). 
 
Los delitos pertenecientes al Nivel 1 son delitos que específicamente podrían llegar a darse en la 
práctica habitual de la Diócesis, mientras que los delitos pertenecientes al Nivel 2, aunque 
técnicamente podrían llegar a producirse, requieren de la existencia de una serie de 
circunstancias excepcionales. 
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DELITOS PERTENECIENTES AL NIVEL 1 
 
 

1.- Trata de seres humanos. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado como reo de trata de seres humanos el que, sea en territorio español, sea desde 
España, en tránsito o con destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o 
abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima 
nacional o extranjera, o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para lograr el 
consentimiento de la persona que poseyera el control sobre la víctima, la captare, transportare, 
trasladare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o transferencia de control sobre esas 
personas, con cualquiera de las finalidades siguientes: 
 

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares 
a la esclavitud, a la servidumbre o a la mendicidad. 
b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía. 
c) La explotación para realizar actividades delictivas. 
d) La extracción de sus órganos corporales. 
e) La celebración de matrimonios forzados. 

 
Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la persona en cuestión no tiene otra 
alternativa, real o aceptable, que someterse al abuso. 
 
2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado anterior, se 
considerará trata de seres humanos cualquiera de las acciones indicadas en el apartado anterior 
cuando se llevare a cabo respecto de menores de edad con fines de explotación. 
 
3. El consentimiento de una víctima de trata de seres humanos será irrelevante cuando se haya 
recurrido a alguno de los medios indicados. 
 
4. Se consideran tipos agravados cuando: 
 

a) se hubiera puesto en peligro la vida o la integridad física o psíquica de las personas 
objeto del delito; 
b) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad, estado 
gestacional, discapacidad o situación personal, o sea menor de edad. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Delegación de Misiones, Vicaría General, Secretaría General, Vicaría del Clero. 
 
c) Controles específicos: 
 
Para prevenir los riesgos relativos a este apartado, la Diócesis cuenta o contará, además de con 
los controles generales referidos en la Parte General del presente Plan, con los siguientes 
controles específicos: 
 
-Política interna de envío de misioneros. 
-Política interna de aceptación de sacerdotes extranjeros. 
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-Supervisión de los procedimientos administrativos civiles y de la documentación empleada. 
-Código de conducta. 
-Canal de denuncias. 
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2.- Delitos de descubrimiento y revelación de secretos y allanamiento 

informático. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su 
consentimiento, se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera 
otros documentos o efectos personales, intercepte sus telecomunicaciones o utilice artificios 
técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de 
cualquier otra señal de comunicación. 
 
2. También será castigado el que, sin estar autorizado, se apodere, utilice o modifique, en 
perjuicio de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen 
registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro 
tipo de archivo o registro público o privado.; y quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier 
medio a los mismos y a quien los altere o utilice en perjuicio del titular de los datos o de un 
tercero. 
 
3. Se consideran tipos agravados cuando: 
 

a) Se cometan por las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes 
informáticos, electrónicos o telemáticos, archivos o registros; o 
b) se lleven a cabo mediante la utilización no autorizada de datos personales de la 
víctima. 

 
Si los datos reservados se hubieran difundido, cedido o revelado a terceros, se impondrán las 
penas en su mitad superior. 
 
4. Serán igualmente supuestos agravados cuando los hechos descritos afecten a datos de carácter 
personal que revelen la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o vida sexual, o la 
víctima fuere un menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de especial 
protección; y también si los hechos se realizan con fines lucrativos. 
 
5. También serán castigada la difusión, revelación o cesión a terceros de imágenes o 
grabaciones audiovisuales sin la autorización de la persona afectada, y aún con su permiso si 
fuera en un domicilio o en cualquier otro lugar fuera del alcance de la mirada de terceros cuando 
la divulgación menoscabe gravemente la intimidad personal de esa persona 
 
6. Sera también castigado el que por cualquier medio o procedimiento, vulnerando las medidas 
de seguridad establecidas para impedirlo, y sin estar debidamente autorizado, acceda o facilite a 
otro el acceso al conjunto o una parte de un sistema de información o se mantenga en él en 
contra de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo. 
 
7. Igualmente se prevé pena para el que mediante la utilización de artificios o instrumentos 
técnicos, y sin estar debidamente autorizado, intercepte transmisiones no públicas de datos 
informáticos que se produzcan desde, hacia o dentro de un sistema de información, incluidas las 
emisiones electromagnéticas de los mismos. 
 
8. Y también será castigado el que, sin estar debidamente autorizado, produzca, adquiera para su 
uso, importe o, de cualquier modo, facilite a terceros, con la intención de facilitar la comisión de 
alguno de los delitos a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 197 o el artículo 197 bis: 
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a) un programa informático, concebido o adaptado principalmente para cometer 
dichos delitos; o 
b) una contraseña de ordenador, un código de acceso o datos similares que permitan 
acceder a la totalidad o a una parte de un sistema de información. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración. 
 
c) Controles específicos: 
 
Para prevenir los riesgos relativos a este apartado, la Diócesis cuenta o contará, además de con 
los controles generales referidos en la Parte General del presente Plan, con los siguientes 
controles específicos: 
 
-Documento de seguridad LOPD. 
-Instrucciones internas en materia de uso de sistemas informáticos. 
-Asesoramiento a los empleados en el funcionamiento del sistema informático y la protección 
de datos de los clientes. 
-Sometimiento a auditorías internas de seguridad informática: firewall, proxy, filtros anti-spam, 
antivirus, de entre otros. 
-Inclusión de cláusula de confidencialidad en los contratos con clientes y proveedores. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
Únicamente se utilizan e instalan programas en los sistemas informáticos titularidad de la 
Diócesis de conformidad con los contratos de licencia y autorización correspondiente. 
-Realización de auditorías anuales de software instalado y, si se hallan programas sin licencia o 
autorización, se obtiene la licencia o se desinstala el programa. 
-Asesoramiento externo por parte de Agentes de Patentes y Marcas. 
-Inclusión de cláusula de confidencialidad en contratos con clientes y proveedores. 
-Instrucciones internas en materia de uso de sistemas informáticos. 
-Trazabilidad y límites de acceso a bases de datos. 
-Circulares internas sobre cambio voluntario de contraseña de acceso. 
-Sometimiento a auditorías externas de cumplimiento en materia de LOPD. 
-Limitaciones legales a la realización de publicidad. 
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3.- Estafas. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante para producir error en 
otro, induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno. Y también: 
 

a) Los que, con ánimo de lucro y valiéndose de alguna manipulación informática o 
artificio semejante, consigan una transferencia no consentida de cualquier activo 
patrimonial en perjuicio de otro. 
b) Los que fabricaren, introdujeren, poseyeren o facilitaren programas informáticos 
específicamente destinados a la comisión de las estafas previstas en el artículo 248 CP. 
c) Los que utilizando tarjetas de crédito o débito, o cheques de viaje, o los datos 
obrantes en cualquiera de ellos, realicen operaciones de cualquier clase en perjuicio de 
su titular o de un tercero. 

 
2. Se castigará con carácter agravado cuando: 
 

a) Recaiga sobre cosas de primera necesidad, viviendas u otros bienes de reconocida 
utilidad social. 
b) Se perpetre abusando de firma de otro, o sustrayendo, ocultando o inutilizando, en 
todo o en parte, algún proceso, expediente, protocolo o documento público u oficial de 
cualquier clase. 
c) Recaiga sobre bienes que integren el patrimonio artístico, histórico, cultural o 
científico. 
d) Revista especial gravedad, atendiendo a la entidad del perjuicio y a la situación 
económica en que deje a la víctima o a su familia. 
e) El valor de la defraudación supere los 50.000 euros, o afecte a un elevado número 
de personas. 
f) Se cometa con abuso de las relaciones personales existentes entre víctima y 
defraudador, o aproveche éste su credibilidad empresarial o profesional. 
g) Se cometa estafa procesal. Incurren en la misma los que, en un procedimiento 
judicial de cualquier clase, manipularen las pruebas en que pretendieran fundar sus 
alegaciones o emplearen otro fraude procesal análogo, provocando error en el juez o 
tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos 
de la otra parte o de un tercero. 
h) Al delinquir el culpable hubiera sido condenado ejecutoriamente al menos por tres 
delitos comprendidos en el mismo Capítulo del CP. No se tendrán en cuenta 
antecedentes cancelados o que debieran serlo. 

 
3. También resultan castigados los siguientes supuestos: 
 

a) Quien, atribuyéndose falsamente sobre una cosa mueble o inmueble facultad de 
disposición de la que carece, bien por no haberla tenido nunca, bien por haberla ya 
ejercitado, la enajenare, gravare o arrendare a otro, en perjuicio de éste o de tercero. 
b) El que dispusiere de una cosa mueble o inmueble ocultando la existencia de 
cualquier carga sobre la misma, o el que, habiéndola enajenado como libre, la gravare 
o enajenare nuevamente antes de la definitiva transmisión al adquirente, en perjuicio 
de éste, o de un tercero. 
c) El que otorgare en perjuicio de otro un contrato simulado. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 



 
 
 

| 30 
 

Pza. de Santa María, 1 
10003 Cáceres 

 +34 927245250 
 +34 927214024 

 
Vicaría General, Secretaría General, Administración, Librería Diocesana 
 
c) Controles específicos: 
 
Para prevenir los riesgos relativos a este apartado, la Diócesis cuenta o contará, además de con 
los controles generales referidos en la Parte General del presente Plan, con los siguientes 
controles específicos: 
 
-Auditoría de los Estados Financieros por experto independiente, control y seguimiento. 
-Política interna de Compras y Pagos. 
-Supervisión de la facturación y de gestión de existencias. 
-Asesoramiento y revisión de contratos por parte de la Asesoría Jurídica. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
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4.- Daños informáticos. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el que por cualquier medio, sin autorización y de manera grave borrase, 
dañase, deteriorase, alterase, suprimiese o hiciese inaccesibles datos informáticos, programas 
informáticos o documentos electrónicos ajenos, cuando el resultado producido fuera grave. 
 
2. Será un tipo agravado si el delito se comete utilizando alguno de los medios a que se refiere el 
artículo 264 ter (apartado 5, siguiente). 
 
3. Será castigado el que, sin estar autorizado y de manera grave, obstaculizara o interrumpiera el 
funcionamiento de un sistema informático ajeno: 
 

a) realizando alguna de las conductas a que se refiere el artículo anterior; 
b) introduciendo o transmitiendo datos; o 
c) destruyendo, dañando, inutilizando, eliminando o sustituyendo un sistema 
informático, telemático o de almacenamiento de información electrónica. 

 
4. Será un supuesto agravado si los hechos hubieran perjudicado de forma relevante la actividad 
normal de una empresa, negocio o de una Administración pública, si hubiera concurrido alguna 
de las circunstancias del apartado 2 del artículo 264 CP; y también si se hubieran cometido 
mediante la utilización ilícita de datos personales de otra persona para facilitarse el acceso al 
sistema informático o para ganarse la confianza de un tercero. 
 
5. Será castigado también el que, sin estar debidamente autorizado, produzca, adquiera para su 
uso, importe o, de cualquier modo, facilite a terceros, con la intención de facilitar la comisión de 
alguno de los delitos a que se refieren los apartados anteriores: 
 

a) un programa informático, concebido o adaptado principalmente para cometer 
alguno de los delitos a que se refieren los dos artículos anteriores; o 
b) una contraseña de ordenador, un código de acceso o datos similares que permitan 
acceder a la totalidad o a una parte de un sistema de información. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración. 
 
c) Controles específicos: 
 
Para prevenir los riesgos relativos a este apartado, la Diócesis cuenta o contará, además de con 
los controles generales referidos en la Parte General del presente Plan, con los siguientes 
controles específicos: 
 
-Instrucciones internas en materia de uso de sistemas informáticos. 
-Trazabilidad y límites de acceso a bases de datos. 
-Circulares internas sobre cambio voluntario de contraseña de acceso. 
-Asesoramiento a los empleados en el funcionamiento del sistema informático. 
-Sometimiento a auditorías internas de seguridad informática: firewall, proxy, filtros anti-spam, 
antivirus, de entre otros. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
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-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
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5.- Contra la propiedad intelectual e industrial, el mercado y los 

consumidores. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el que, con ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto y en 
perjuicio de tercero, reproduzca, plagie, distribuya, comunique públicamente o de cualquier otro 
modo explote económicamente, en todo o en parte, una obra o prestación literaria, artística o 
científica, o su transformación, interpretación o ejecución artística fijada en cualquier tipo de 
soporte o comunicada a través de cualquier medio, sin la autorización de los titulares de los 
correspondientes derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios. Igualmente se castigará 
la distribución o comercialización ambulante o meramente ocasional de lo dispuesto 
anteriormente. 
 
2. También quien, en la prestación de servicios de la sociedad de la información, con ánimo de 
obtener un beneficio económico directo o indirecto, y en perjuicio de tercero, facilite de modo 
activo y no neutral y sin limitarse a un tratamiento meramente técnico, el acceso o la 
localización en internet de obras o prestaciones objeto de propiedad intelectual sin la 
autorización de los titulares de los correspondientes derechos o de sus cesionarios, en particular 
ofreciendo listados ordenados y clasificados de enlaces a las obras y contenidos referidos 
anteriormente, aunque dichos enlaces hubieran sido facilitados inicialmente por los destinatarios 
de sus servicios. 
 
3. Igualmente serán castigados quienes: 
 

a) Exporten o almacenen intencionadamente ejemplares de las obras, producciones o 
ejecuciones a que se refieren los dos primeros apartados de este artículo, incluyendo 
copias digitales de las mismas, sin la referida autorización, cuando estuvieran 
destinadas a ser reproducidas, distribuidas o comunicadas públicamente. 
b) Importen intencionadamente estos productos sin dicha autorización, cuando 
estuvieran destinados a ser reproducidos, distribuidos o comunicados públicamente, 
tanto si éstos tienen un origen lícito como ilícito en su país de procedencia; no 
obstante, la importación de los referidos productos de un Estado perteneciente a la 
Unión Europea no será punible cuando aquellos se hayan adquirido directamente del 
titular de los derechos en dicho Estado, o con su consentimiento. 
c) Favorezcan o faciliten la realización de las conductas a que se refieren los anteriores 
apartados 1 y 2 eliminando o modificando, sin autorización de los titulares de los 
derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios, las medidas tecnológicas 
eficaces incorporadas por éstos con la finalidad de impedir o restringir su realización. 
d) Con ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto, con la finalidad 
de facilitar a terceros el acceso a un ejemplar de una obra literaria, artística o 
científica, o a su transformación, interpretación o ejecución artística, fijada en 
cualquier tipo de soporte o comunicado a través de cualquier medio, y sin autorización 
de los titulares de los derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios, eluda o 
facilite la elusión de las medidas tecnológicas eficaces dispuestas para evitarlo. 

 
4. Será castigado también quien fabrique, importe, ponga en circulación o posea con una 
finalidad comercial cualquier medio principalmente concebido, producido, adaptado o realizado 
para facilitar la supresión no autorizada o la neutralización de cualquier dispositivo técnico que 
se haya utilizado para proteger programas de ordenador o cualquiera de las otras obras, 
interpretaciones o ejecuciones en los términos previstos en los dos primeros apartados. 
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5. Las conductas anteriores serán agravadas cuando se cometan concurriendo alguna de las 
siguientes circunstancias: 
 

a) Que el beneficio obtenido o que se hubiera podido obtener posea especial 
trascendencia económica. 
b) Que los hechos revistan especial gravedad, atendiendo el valor de los objetos 
producidos ilícitamente, el número de obras, o de la transformación, ejecución o 
interpretación de las mismas, ilícitamente reproducidas, distribuidas, comunicadas al 
público o puestas a su disposición, o a la especial importancia de los perjuicios 
ocasionados. 
c) Que el culpable perteneciere a una organización o asociación, incluso de carácter 
transitorio, que tuviese como finalidad la realización de actividades infractoras de 
derechos de propiedad intelectual. 
d) Que se utilice a menores de 18 años para cometer estos delitos. 

 
6. Será castigado el que, con fines industriales o comerciales, sin consentimiento del titular de 
una patente o modelo de utilidad y con conocimiento de su registro, fabrique, importe, posea, 
utilice, ofrezca o introduzca en el comercio objetos amparados por tales derechos; y también 
quien, para los citados fines, utilice u ofrezca la utilización de un procedimiento objeto de una 
patente, o posea, ofrezca, introduzca en el comercio, o utilice el producto directamente obtenido 
por el procedimiento patentado; y también quien incurra en lo inmediatamente anterior en 
relación con objetos amparados en favor de tercero por un modelo o dibujo industrial o artístico 
o topografía de un producto semiconductor. 
 
7. Se castigará al que, con fines industriales o comerciales, sin consentimiento del titular de un 
derecho de propiedad industrial registrado conforme a la legislación de marcas y con 
conocimiento del registro, 
 

a) fabrique, produzca o importe productos que incorporen un signo distintivo idéntico 
o confundible con aquel, u 
b) ofrezca, distribuya, o comercialice al por mayor productos que incorporen un signo 
distintivo idéntico o confundible con aquel, o los almacene con esa finalidad, cuando 
se trate de los mismos o similares productos, servicios o actividades para los que el 
derecho de propiedad industrial se encuentre registrado. 

 
8. El castigo alcanzará también al que, con fines industriales o comerciales, sin consentimiento 
del titular de un derecho de propiedad industrial registrado conforme a la legislación de marcas 
y con conocimiento del registro, ofrezca, distribuya o comercialice al por menor, o preste 
servicios o desarrolle actividades, que incorporen, reproduzcan o imiten un signo distintivo 
idéntico o confundible con aquél, cuando se trate de los mismos o similares productos, servicios 
o actividades para los que el derecho de propiedad industrial se encuentre registrado. 
 
9. Será castigado el que, con fines agrarios o comerciales, sin consentimiento del titular de un 
título de obtención vegetal y con conocimiento de su registro, produzca o reproduzca, 
acondicione con vistas a la producción o reproducción, ofrezca en venta, venda o comercialice 
de otra forma, exporte o importe, o posea para cualquiera de los fines mencionados, material 
vegetal de reproducción o multiplicación de una variedad vegetal protegida conforme a la 
legislación nacional o de la Unión Europea sobre protección de obtenciones vegetales. Y ya sea 
utilizando o no material vegetal de reproducción o multiplicación, bajo la denominación de una 
variedad vegetal protegida, que no pertenezca a tal variedad. 
 
10. De igual forma se castigará a quien intencionadamente y sin estar autorizado para ello, 
utilice en el tráfico económico una denominación de origen o una indicación geográfica 
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representativa de una calidad determinada legalmente protegidas para distinguir los productos 
amparados por ellas, con conocimiento de esta protección. 
 
11. Serán supuestos agravados cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 

a) Que el beneficio obtenido o que se hubiera podido obtener posea especial 
trascendencia económica. 
b) Que los hechos revistan especial gravedad, atendiendo al valor de los objetos 
producidos ilícitamente, distribuidos, comercializados u ofrecidos, o a la especial 
importancia de los perjuicios ocasionados. 
c) Que el culpable perteneciere a una organización o asociación, incluso de carácter 
transitorio, que tuviese como finalidad la realización de actividades infractoras de 
derechos de propiedad industrial. 
d) Que se utilice a menores de 18 años para cometer estos delitos. 

 
12. Será castigado el que intencionadamente haya divulgado la invención objeto de una 
solicitud de patente secreta, en contravención con lo dispuesto en la legislación de patentes, 
siempre que ello sea en perjuicio de la defensa nacional. 
 
13. Será castigado el que, para descubrir un secreto de empresa se apoderare por cualquier 
medio de datos, documentos escritos o electrónicos, soportes informáticos u otros objetos que se 
refieran al mismo, o empleare alguno de los medios o instrumentos señalados en el apartado 1 
del artículo 197; y también en el caso de que se difundieren, revelaren o cedieren a terceros los 
secretos descubiertos. 
 
14. Será castigada la difusión, revelación o cesión de un secreto de empresa llevada a cabo por 
quien tuviere legal o contractualmente obligación de guardar reserva. 
 
15. Será igualmente castigado el que, con conocimiento de su origen ilícito, y sin haber tomado 
parte en su descubrimiento, realizare alguna de las conductas descritas en los dos apartados 
anteriores. 
 
16. Será castigado el que detrajere del mercado materias primas o productos de primera 
necesidad con la intención de desabastecer un sector del mismo, de forzar una alteración de 
precios, o de perjudicar gravemente a los consumidores. 
 
17. Serán castigados los fabricantes o comerciantes que, en sus ofertas o publicidad de 
productos o servicios, hagan alegaciones falsas o manifiesten características inciertas sobre los 
mismos, de modo que puedan causar un perjuicio grave y manifiesto a los consumidores. 
 
18. Serán castigados los que, como administradores de hecho o de derecho de una sociedad 
emisora de valores negociados en los mercados de valores, falsearan la información económico-
financiera contenida en los folletos de emisión de cualesquiera instrumentos financieros o las 
informaciones que la sociedad debe publicar y difundir conforme a la legislación del mercado 
de valores sobre sus recursos, actividades y negocios presentes y futuros, con el propósito de 
captar inversores o depositantes, colocar cualquier tipo de activo financiero, u obtener 
financiación por cualquier medio. El castigo será agravado en el caso de que se llegue a obtener 
la inversión, el depósito, la colocación del activo o la financiación, con perjuicio para el 
inversor, depositante, adquiriente de los activos financieros o acreedor; y también en el del que 
el perjuicio causado fuera de notoria gravedad. 
 
19. Serán castigados los que, en perjuicio del consumidor, facturen cantidades superiores por 
productos o servicios cuyo costo o precio se mida por aparatos automáticos, mediante la 
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alteración o manipulación de éstos. 
 
20. También serán castigados los que: 
 

a) Empleando violencia, amenaza o engaño, intentaren alterar los precios que hubieren 
de resultar de la libre concurrencia de productos, mercancías, títulos valores o 
instrumentos financieros, servicios o cualesquiera otras cosas muebles o inmuebles 
que sean objeto de contratación. 
b) Difundieren noticias o rumores, por sí o a través de un medio de comunicación, 
sobre personas o empresas en que a sabiendas se ofrecieren datos económicos total o 
parcialmente falsos con el fin de alterar o preservar el precio de cotización de un valor 
o instrumento financiero, obteniendo para sí o para tercero un beneficio económico 
superior a los 300.000 euros o causando un perjuicio de idéntica cantidad. 
c) Utilizando información privilegiada, realizaren transacciones o dieren órdenes de 
operación susceptibles de proporcionar indicios engañosos sobre la oferta, la demanda 
o el precio de valores o instrumentos financieros, o se aseguraren utilizando la misma 
información, por sí o en concierto con otros, una posición dominante en el mercado de 
dichos valores o instrumentos con la finalidad de fijar sus precios en niveles 
anormales o artificiales. 

 
21. Será castigado quien de forma directa o por persona interpuesta usare de alguna información 
relevante para la cotización de cualquier clase de valores o instrumentos negociados en algún 
mercado organizado, oficial o reconocido, a la que haya tenido acceso reservado con ocasión del 
ejercicio de su actividad profesional o empresarial, o la suministrare obteniendo para sí o para 
un tercero un beneficio económico superior a 600.000 euros o causando un perjuicio de idéntica 
cantidad. 
 
22. Serán supuestos agravados del apartado anterior, cuando en las conductas descritas concurra 
alguna de las siguientes circunstancias: 
 

a) Que los sujetos se dediquen de forma habitual a tales prácticas abusivas. 
b) Que el beneficio obtenido sea de notoria importancia. 
c) Que se cause grave daño a los intereses generales. 

 
23. Será castigado el que, sin consentimiento del prestador de servicios y con fines comerciales, 
facilite el acceso inteligible a un servicio de radiodifusión sonora o televisiva, a servicios 
interactivos prestados a distancia por vía electrónica, o suministre el acceso condicional a los 
mismos, considerado como servicio independiente, mediante: 
 

a) La fabricación, importación, distribución, puesta a disposición por vía electrónica, 
venta, alquiler, o posesión de cualquier equipo o programa informático, no autorizado 
en otro Estado miembro de la Unión Europea, diseñado o adaptado para hacer posible 
dicho acceso. 
b) La instalación, mantenimiento o sustitución de los equipos o programas 
informáticos mencionados en el párrafo 1.º 

 
24. Será castigado quien, sin ánimo de lucro, facilite a terceros el acceso descrito en el apartado 
anterior, o por medio de una comunicación pública, comercial o no, suministre información a 
una pluralidad de personas sobre el modo de conseguir el acceso no autorizado a un servicio o el 
uso de un dispositivo o programa, de los expresados en ese mismo apartado, incitando a 
lograrlos. 
 
25. Será castigado quien, con ánimo de lucro, altere o duplique el número identificativo de 
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equipos de telecomunicaciones, o comercialice equipos que hayan sufrido alteración 
fraudulenta. 
 
26. Será castigado quien utilice los equipos o programas que permitan el acceso no autorizado a 
servicios de acceso condicional o equipos de telecomunicación, con independencia de la cuantía 
de la defraudación. 
 
27. Será castigado el directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa 
mercantil o de una sociedad que, por sí o por persona interpuesta, reciba, solicite o acepte un 
beneficio o ventaja no justificados de cualquier naturaleza, para sí o para un tercero, como 
contraprestación para favorecer indebidamente a otro en la adquisición o venta de mercancías, o 
en la contratación de servicios o en las relaciones comerciales. 
 
28. Igualmente será castigado quien, por sí o por persona interpuesta, prometa, ofrezca o 
conceda a directivos, administradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o 
de una sociedad, un beneficio o ventaja no justificados, de cualquier naturaleza, para ellos o 
para terceros, como contraprestación para que le favorezca indebidamente a él o a un tercero 
frente a otros en la adquisición o venta de mercancías, contratación de servicios o en las 
relaciones comerciales. 
 
29. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores será aplicable, en sus respectivos casos, a los 
directivos, administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva, cualquiera 
que sea la forma jurídica de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces, respecto de 
aquellas conductas que tengan por finalidad predeterminar o alterar de manera deliberada y 
fraudulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva de especial 
relevancia económica o deportiva. A estos efectos, se considerará competición deportiva de 
especial relevancia económica, aquélla en la que la mayor parte de los participantes en la misma 
perciban cualquier tipo de retribución, compensación o ingreso económico por su participación 
en la actividad; y competición deportiva de especial relevancia deportiva, la que sea calificada 
en el calendario deportivo anual aprobado por la federación deportiva correspondiente como 
competición oficial de la máxima categoría de la modalidad, especialidad, o disciplina de que se 
trate. 
 
30. A los efectos de los tres apartados precedentes, se entiende por sociedad toda cooperativa, 
Caja de Ahorros, mutua, entidad financiera o de crédito, fundación, sociedad mercantil o 
cualquier otra entidad de análoga naturaleza que para el cumplimiento de sus fines participe de 
modo permanente en el mercado. Y serán supuestos agravados en el caso de que: 
 

a) tengan como finalidad influir en el desarrollo de juegos de azar o apuestas; o 
b) sean cometidos en una competición deportiva oficial de ámbito estatal calificada 
como profesional o en una competición deportiva internacional. 

 
31. Serán castigados los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier 
beneficio o ventaja indebidos, pecuniarios o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, 
por sí o por persona interpuesta, a una autoridad o funcionario público en beneficio de estos o 
de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de 
actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o conservar un contrato, 
negocio o cualquier otra ventaja competitiva en la realización de actividades económicas 
internacionales. 
 
32. A los efectos del apartado precedente, se entenderán por funcionarios públicos: 
 

a) todo el que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por nombramiento 
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de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas; y 
b) todo el que ostente un cargo o empleo legislativo, administrativo o judicial de un 
país de la Unión Europea o de cualquier otro país extranjero, tanto por nombramiento 
como por elección; o que ejerza una función pública para un país de la Unión Europea 
o cualquier otro país extranjero, incluido un organismo público o una empresa pública, 
para la Unión Europea o para otra organización internacional pública; o que de hecho 
y legalmente ostente la condición de funcionario o agente de la Unión Europea o de 
una organización internacional pública. 

 
33. Serán supuestos agravados cuando: 
 

a) el beneficio o ventaja tenga un valor especialmente elevado, 
b) la acción del autor no sea meramente ocasional, 
c) se trate de hechos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal, o 
d) el objeto del negocio versara sobre bienes o servicios humanitarios o cualesquiera 
otros de primera necesidad. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración,  
 
c) Controles específicos: 
 
Para prevenir los riesgos relativos a este apartado, la Diócesis cuenta o contará, además de con 
los controles generales referidos en la Parte General del presente Plan, con los siguientes 
controles específicos: 
 
-Política interna de Compras y Pagos 
-Política de regalos 
-Plan auditorías internas de control y seguimiento. 
-Organigrama y Delimitación de las funciones de los puestos de trabajo. 
-Asesoramiento y revisión de contratos por parte de la Asesoría Jurídica. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
-Limitaciones legales en el marco del Derecho de la Competencia. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención sobre el Derecho de la 
competencia. 
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6.- Blanqueo de Capitales. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que 
éstos tienen su origen en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera 
persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la 
persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales 
de sus actos. 
 
2. Serán supuestos agravados cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos 
relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas 
descritos en los artículos 368 a 372 del Código Penal o en alguno de los delitos comprendidos 
en los Capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del Título XIX o en alguno de los delitos del Capítulo 
I del Título XVI. 
 
3. También será castigada la ocultación o encubrimiento de la verdadera naturaleza, origen, 
ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los bienes o propiedad de los mismos, a 
sabiendas de que proceden de alguno de los delitos expresados en el apartado anterior o de un 
acto de participación en ellos. 
 
4. Las conductas descritas serán castigadas aún cuando el delito del que provinieran los bienes 
hubiesen sido cometidos, total o parcialmente, en el extranjero. 
 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración 
 
c) Controles específicos: 
 
-Establecimiento de límites de pagos/cobros en efectivo (2.500 euros). 
-Para la realización de compras o contratación de servicios requiere haberse mandado 
previamente la “carta a proveedores”. 
-Inclusión de modelo de cláusula anti-blanqueo en los nuevos contratos con proveedores. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
-Política de Compras. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
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7.- Contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, 
autonómica, foral o local, eludiendo el pago de tributos, cantidades retenidas o que se hubieran 
debido retener o ingresos a cuenta, obteniendo indebidamente devoluciones o disfrutando 
beneficios fiscales de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota defraudada, el importe 
no ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales 
indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de ciento veinte mil euros; y no hubiere regulado 
su situación tributaria conforme a la Ley. 
 
2. El mismo castigo se impondrá cuando las conductas descritas en el apartado anterior se 
cometan contra la Hacienda de la Unión Europea, siempre que la cuantía defraudada excediera 
de cincuenta mil euros en el plazo de un año natural.  
 
3. Serán supuestos más leves, pero aún así serán castigados, aquellos en los que la cuantía 
defraudada no superase los cincuenta mil euros, pero excediere de cuatro mil. 
 
4. Serán supuestos agravados cuando la defraudación se cometiere concurriendo alguna de las 
circunstancias siguientes: 
 

a) Que la cuantía de la cuota defraudada exceda de seiscientos mil euros. 
b) Que la defraudación se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo 
criminal. 
c) Que la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica 
interpuestos, negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o territorios de 
nula tributación oculte o dificulte la determinación de la identidad del obligado 
tributario o del responsable del delito, la determinación de la cuantía defraudada o del 
patrimonio del obligado tributario o del responsable del delito. 

 
5. También serán castigados quienes por acción u omisión defrauden a los presupuestos 
generales de la Unión Europea u otros administrados por ésta, en cuantía superior a cincuenta 
mil euros, eludiendo, fuera de los casos contemplados en el apartado 3 del artículo 305 del 
Código Penal, el pago de cantidades que se deban ingresar, dando a los fondos obtenidos una 
aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados u obteniendo indebidamente fondos 
falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubieran 
impedido. 
 
6. Será un supuesto castigado más levemente si la cuantía defraudada o aplicada indebidamente 
no superase los cincuenta mil euros, pero excediere de cuatro mil. 
 
7. Será castigado el que, por acción u omisión, defraude a la Seguridad Social eludiendo el pago 
de las cuotas de ésta y conceptos de recaudación conjunta, obteniendo indebidamente 
devoluciones de las mismas o disfrutando de deducciones por cualquier concepto asimismo de 
forma indebida, siempre que la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones o 
deducciones indebidas exceda de cincuenta mil euros; y no hubiere regulado su situación 
conforme a la Ley. 
 
8. El delito contra la Seguridad Social será castigado con pena agravada cuando en la comisión 
del delito concurriera alguna de las siguientes circunstancias: 
 



 
 
 

| 41 
 

Pza. de Santa María, 1 
10003 Cáceres 

 +34 927245250 
 +34 927214024 

a) Que la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones o deducciones 
indebidas exceda de ciento veinte mil euros. 
b) Que la defraudación se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo 
criminal. 
c) Que la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica 
interpuestos, negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o territorios de 
nula tributación oculte o dificulte la determinación de la identidad del obligado frente 
a la Seguridad Social o del responsable del delito, la determinación de la cuantía 
defraudada o del patrimonio del obligado frente a la Seguridad Social o del 
responsable del delito. 

 
9. Será castigado el que obtenga, para sí o para otro, el disfrute de prestaciones del Sistema de la 
Seguridad Social, la prolongación indebida del mismo, o facilite a otros su obtención, por medio 
del error provocado mediante la simulación o tergiversación de hechos, o la ocultación 
consciente de hechos de los que tenía el deber de informar, causando con ello un perjuicio a la 
Administración Pública; imponiéndose una pena agravada en el caso de que concurriera 
cualquiera de las circunstancias a que se refieren las letras b) o c) del apartado anterior 
 
10. Será castigado el que obtenga subvenciones o ayudas de las Administraciones Públicas en 
una cantidad o por un valor superior a ciento veinte mil euros falseando las condiciones 
requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido; o quien, en el desarrollo 
de una actividad sufragada total o parcialmente con fondos de las Administraciones públicas los 
aplique en una cantidad superior a ciento veinte mil euros a fines distintos de aquéllos para los 
que la subvención o ayuda fue concedida; y no hubiere regulado su situación conforme a la Ley 
 
11. Será castigado el que estando obligado por ley tributaria a llevar contabilidad mercantil, 
libros o registros fiscales: 
 

a) Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de 
bases tributarias. 
b) Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio 
económico, oculten o simulen la verdadera situación de la empresa. 
c) No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en 
general, transacciones económicas, o los hubiese anotado con cifras distintas a las 
verdaderas. 
d) Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias. 

 
La consideración como delito de los supuestos de hecho, a que se refieren los párrafos c) y d) 
anteriores, requerirá que se hayan omitido las declaraciones tributarias o que las presentadas 
fueren reflejo de su falsa contabilidad y que la cuantía, en más o menos, de los cargos o abonos 
omitidos o falseados exceda, sin compensación aritmética entre ellos, de 240.000 euros por cada 
ejercicio económico. 
 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Administración 
 
c) Controles específicos: 
 
-Fijación de presupuestos anuales para cada departamento. 
-Revisión de las conciliaciones bancarias. 
-Plan auditorías internas de control y seguimiento. 
-Auditoría de los Estados Financieros por experto independiente. 
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-Gestión de nóminas y Seguridad Social. 
-Revisión anual de las declaraciones de impuestos generales. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
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8.- Contra los derechos de los ciudadanos extranjeros. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado quien intencionadamente ayude a una persona que no sea nacional de un 
Estado miembro de la Unión Europea a entrar en territorio español o a transitar a través del 
mismo de un modo que vulnere la legislación sobre entrada o tránsito de extranjeros. Los 
hechos no serán punibles cuando el objetivo perseguido por el autor fuere únicamente prestar 
ayuda humanitaria a la persona de que se trate. 
 
2. Será castigado quien intencionadamente ayude, con ánimo de lucro, a una persona que no sea 
nacional de un Estado miembro de la Unión Europea a permanecer en España, vulnerando la 
legislación sobre estancia de extranjeros. 
 
3. Serán supuestos agravados cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
 

a) Cuando los hechos se hubieran cometido en el seno de una organización que se 
dedicare a la realización de tales actividades. Cuando se trate de los jefes, 
administradores o encargados de dichas organizaciones o asociaciones, se les aplicará 
la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior en 
grado. 
b) Cuando se hubiera puesto en peligro la vida de las personas objeto de la infracción, 
o se hubiera creado el peligro de causación de lesiones graves. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración, Delegación de Misiones 
 
c) Controles específicos: 
 
-Política interna de envío de misioneros. 
-Política interna de aceptación de sacerdotes extranjeros. 
-Política de cooperación internacional y relaciones con ONGs de ayuda humanitaria. 
-Supervisión de los procedimientos administrativos civiles y de la documentación empleada. 
-Código de conducta. 
-Canal de denuncias. 
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9.- Cohecho. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el funcionario público o la autoridad que, en provecho propio o de un tercero, 
recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier 
clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto 
contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar injustificadamente el 
que debiera practicar, sin perjuicio de la pena correspondiente al acto realizado, omitido o 
retrasado en razón de la retribución o promesa, si fuera constitutivo de delito. 
 
2. También será castigado el funcionario público o la autoridad que, en provecho propio o de un 
tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de 
cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo 
 
3. Se impondrán las mismas penas cuando la dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare 
por la autoridad o funcionario público, en sus respectivos casos, como recompensa por la 
conducta descrita en dichos artículos. 
 
4. También será castigado el funcionario público o la autoridad que, en provecho propio o de un 
tercero, admitiera, por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en 
consideración a su cargo o función. 
 
5. Lo dispuesto en los apartados precedentes será igualmente aplicable a los jurados, árbitros, 
mediadores, peritos, administradores o interventores designados judicialmente, administradores 
concursales o a cualesquiera personas que participen en el ejercicio de la función pública. 
 
6. Será castigado el particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra 
clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función 
pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo o un acto propio de 
su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en consideración a su cargo o 
función. Y también cuando entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la 
autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública; 
aunque en dicho supuesto quedará exento de pena cuando denunciare el hecho a la autoridad 
que tenga el deber de proceder a su averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre 
que no haya transcurrido más de dos meses desde la fecha de los hechos. 
 
7. Será un supuesto agravado cuando la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o 
funcionario tuviere relación con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de 
subastas convocados por las Administraciones o entes públicos. 
 
8. Un supuesto atenuado será cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por 
parte de su cónyuge u otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga relación 
de afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza, por adopción o 
afines en los mismos grados. 
 
9. También serán castigados los hechos anteriormente descritos cuando sean imputados o 
afecten a: 
 

a) Cualquier persona que ostente un cargo o empleo legislativo, administrativo o 
judicial de un país de la Unión Europea o de cualquier otro país extranjero, tanto por 
nombramiento como por elección. 
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b) Cualquier persona que ejerza una función pública para un país de la Unión Europea 
o cualquier otro país extranjero, incluido un organismo público o una empresa pública, 
para la Unión Europea o para otra organización internacional pública. 
c) Cualquier funcionario o agente de la Unión Europea o de una organización 
internacional pública. 

 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración... 
 
c) Controles específicos: 
 
-Política interna de Compras y Pagos. 
-Política de regalos. 
-Plan auditorías internas de control y seguimiento. 
-Delimitación de funciones de los puestos de trabajo y apoderamientos de los representantes de 
la Diócesis. 
-Política Interna de Viajes. 
-Asesoramiento y revisión de contratos por parte de la Asesoría Jurídica. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
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10.- Tráfico de influencias. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Será castigado el funcionario público o la autoridad que influyere en otro funcionario público 
o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra 
situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o 
autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un 
beneficio económico para sí o para un tercero; siendo el castigo superior si obtuviere el 
beneficio perseguido. 
 
2. También será castigado el particular que influyere en un funcionario público o autoridad 
prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro 
funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o 
indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero; siendo el castigo superior si 
obtuviere el beneficio perseguido. 
 
3. Igualmente serán castigados los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los dos 
apartados anteriores, solicitaren de terceros dádivas, presentes o cualquier otra remuneración, o 
aceptaren ofrecimiento o promesa. 
 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración... 
 
c) Controles específicos: 
 
-Política interna de Compras y Pagos. 
-Política de regalos. 
-Plan auditorías internas de control y seguimiento. 
-Delimitación de funciones de los puestos de trabajo y apoderamientos de los representantes de 
la Diócesis. 
-Política Interna de Viajes. 
-Asesoramiento y revisión de contratos por parte de la Asesoría Jurídica. 
-Código de Conducta. 
-Canal de denuncias. 
-Sesiones de formación (presencial y/o e-training) sobre prevención de riesgos penales. 
  



 
 
 

| 47 
 

Pza. de Santa María, 1 
10003 Cáceres 

 +34 927245250 
 +34 927214024 

11.- Delitos contra los derechos de los trabajadores. 
 
a) Definición del tipo delictivo: 
 
1. Serán castigados: 
 
1.º Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, impongan a los trabajadores a 
su servicio condiciones laborales o de Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan 
los derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato 
individual. 
 
2.º Los que den ocupación simultáneamente a una pluralidad de trabajadores sin comunicar su 
alta en el régimen de la Seguridad Social que corresponda o, en su caso, sin haber obtenido la 
correspondiente autorización de trabajo, siempre que el número de trabajadores afectados sea al 
menos de: 
 

a) el veinticinco por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más de 
cien trabajadores, 
b) el cincuenta por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más de 
diez trabajadores y no más de cien, o 
c) la totalidad de los mismos, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más 
de cinco y no más de diez trabajadores. 

 
3.º Los que en el supuesto de transmisión de empresas, con conocimiento de los procedimientos 
descritos en los apartados anteriores, mantengan las referidas condiciones impuestas por otro. 
 
4.º Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores se llevaren a cabo con violencia o 
intimidación se impondrán las penas superiores en grado. 
 
2. Será castigado quien: 
 

a) De forma reiterada, emplee o dé ocupación a ciudadanos extranjeros que carezcan 
de permiso de trabajo, o 
b) emplee o dé ocupación a un menor de edad que carezca de permiso de trabajo. 

 
3. Serán castigados los que trafiquen de manera ilegal con mano de obra. 
 
4. En la misma pena incurrirán quienes recluten personas o las determinen a abandonar su 
puesto de trabajo ofreciendo empleo o condiciones de trabajo engañosas o falsas, y quienes 
empleen a súbditos extranjeros sin permiso de trabajo en condiciones que perjudiquen, supriman 
o restrinjan los derechos que tuviesen reconocidos por disposiciones legales, convenios 
colectivos o contrato individual. 
 
5. Será castigado el que determinare o favoreciere la emigración de alguna persona a otro país 
simulando contrato o colocación, o usando de otro engaño semejante. 
 
6. Serán castigados los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o 
privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a 
una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o 
discapacidad, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el 
parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales 
dentro del Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras 
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requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado. 
 
7. También serán castigados los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, 
impidieren o limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga; considerándose 
supuesto agravado si estas conductas se llevaren a cabo con coacciones. 
 
8. Serán castigados quienes actuando en grupo o individualmente, pero de acuerdo con otros, 
coaccionen a otras personas a iniciar o continuar una huelga. 
 
9. Serán castigados los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y 
estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores 
desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que 
pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física. Se considerará supuesto atenuado 
cuando este delito se cometa por imprudencia grave. 
 
b) Áreas de actividad afectadas: 
 
Vicaría General, Secretaría General, Administración... 
 
c) Controles específicos: 
 
-Política de contratación de empleados. 
-Política interna de aceptación de sacerdotes, religiosos y personal en general extranjero. 
-Supervisión de los procedimientos administrativos civiles y de la documentación empleada. 
-Código de conducta. 
-Canal de denuncias. 
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DELITOS PERTENECIENTES AL NIVEL 2 
 
 
1.- Tráfico ilegal de órganos humanos. 
2.- Prostitución, explotación sexual y/o corrupción de menores. 
3.- Frustración de la ejecución. 
4.- Insolvencias punibles. 
5.- Financiación ilegal de los partidos políticos. 
6.- Urbanización, construcción o edificación no autorizables. 
7.- Contra los recursos naturales y el medio ambiente. 
8.- Relativos a las radiaciones ionizantes. 
9.- Riesgos provocados por explosivos y otros agentes. 
10.- Contra la salud pública, incluido por tráfico de drogas. 
11.- Falsificación de moneda. 
12.- Falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje. 
13.- Delitos de odio y enaltecimiento. 
14.- Financiación del terrorismo. 
15.- Contrabando. 
16.- Relativos a la manipulación genética. 
17.- Alteración de precios en concursos y subastas públicas. 
18.- Negativa a actuaciones inspectoras. 
19.- Asociación ilícita. 
20.- Organización y grupos criminales y organizaciones y grupos terroristas. 
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ANEXÓ 2 – Tratamiento del material documental generado por la implantacio n del Plan de Prevencio n de Riesgos Penales 

 
La Diócesis deberá tener adecuadamente archivada la documentación justificativa de las 
acciones realizadas así como de los controles realizados. En particular, y con carácter 
meramente enunciativo y no limitativo, la que a continuación se detalla: 
 
1. Documentación Parte General 
 
Plan de prevención de riesgos penales: descripción de los controles generales y de los controles 
específicos a implantar frente a los riesgos penales analizados. 
Código de Conducta: conjunto de principios básicos de actuación y prácticas de conducta 
profesional de todos los empleados de la sociedad. 
Acuerdo del Sr. Obispo: aprobación de las medidas a implementar y de la designación del 
Oficial de Cumplimiento. 
Documentación auditoría interna y externa, en su caso. 
Documentar el calendario de las reuniones del Consejo de del Sr. Obispo y de cada 
Departamento: plasmar los acuerdos alcanzados. 
 
2. Documentación Parte Especial 
 
a) Documentación prevención del delito de corrupción en los negocios. 
- Acopio de toda la documentación sobre las medidas implantadas. 
 
b) Documentación prevención del delito de estafa: 
- Auditorías realizadas. 
 
c) Documentación prevención de los delitos relativos a daños informáticos, ataque de 
denegación de servicio y contra la propiedad intelectual e industrial, el mercado y los 
consumidores: 
- Documento de seguridad LOPD. 
- Sometimiento a auditorías internas de seguridad informática: firewall, proxy, filtros anti-spam, 
antivirus, de entre otros. 
 
d) Documentación prevención delitos contra Hacienda Pública: 
- Documentación del registro contable de los ingresos y gastos de LA DIÓCESIS y de la 
actuación llevada a cabo ante desviaciones no habituales. 
- Certificación de la conciliación periódica entre el número de empleados dados de alta en el 
sistema y los datos de la Seguridad Social. 
 
e) Documentación prevención de Blanqueo de Capitales: 
- Documentar las cartas remitidas a proveedores con su cláusula antiblanqueo. 
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f) Documentación de la formación recibida (presenciales y on-line a todos los directivos y 
empleados): 
- Sesiones formativas sobre la implantación del Plan de prevención de riesgos penales y de los 
delitos que merecen especial atención. Prevención, detección y reacción. Asimismo, especial 
atención al código de conducta, y al funcionamiento del canal de denuncias interno. 


